Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 11 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Solicitud de audiencia de la Mesa integrada por la Universidad de la República y 
el PIT-CNT, a los efectos de dar su opinión sobre el proyecto de ley que regula la jornada laboral y el 
régimen de descanso en el sector rural. 


Solicitud de audiencia de la Unión de Mozos de Cordel, a los efectos de dar su 
opinión sobre la modificación del artículo 4% de la Ley N* 18.057.” 


En el primer caso, el proyecto de ley ya fue aprobado por la Cámara de 
Representantes, y en el segundo, aún está a consideración de esa Cámara. Por lo tanto, se los 
convocará cuando dichas iniciativas se encuentren a estudio de esta Comisión. 


La Comisión ingresa a la consideración del único punto del orden del día: “Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales. Se reforma el régimen de retiro. Proyecto de ley del Poder Ejecutivo. 
Carpeta N” 408/2005. Distribuido N* 573/2005”. 


La idea es comenzar con la discusión de los artículos sin poner a votación el proyecto de 
ley, ya que recién se le va a dar ingreso en la sesión de la Asamblea General que tendrá lugar en la 
tarde de hoy. De todas maneras, como el texto del articulado está en conocimiento y en poder de los 
señores Senadores desde hace algún tiempo, podemos comenzar con su tratamiento. Cabe aclarar 
que contiene modificaciones con respecto al presentado en el año 2005. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero señalar que el proyecto de ley que va a ingresar en el día de hoy no es 
el mismo que tenemos en nuestro poder. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es de extrañar; es algo que puede suceder. Todavía no conozco el texto 
del proyecto de ley que va a ingresar. 


SEÑOR GALLINAL.- Desde ya adelanto que el texto no es el mismo. Por ejemplo, el artículo 60, que 
es muy importante, no es igual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, reitero que nuestra propuesta es no poner a votación el 
articulado en el día de hoy, sino comenzar con su análisis, de forma de estar en condiciones de 
votarlo el día jueves en la sesión que está convocada para las 16 y 30 horas. Ese es el planteo que 
la Bancada de Gobierno le hace a la oposición. 


SEÑOR ALFIE.- Por mi parte había solicitado la comparecencia de dos personas a la Comisión, a los 
efectos de contar con opiniones especializadas; quisiera consultar si no fueron citadas o si se las 
convocó y no pudieron concurrir. A su vez, quiero reiterar lo que señalé en la sesión pasada: no voy a 
pedir la concurrencia del contador Davrieux, que quizás sea la persona más especializada en este 
tema, porque ya vino y nos dijo que, sin ver los números, no podía opinar más en profundidad. Ahora 
bien, los números no sólo no aparecieron, sino que creo que ni siquiera existen. Sin embargo, insisto 
en que al menos debemos consultar a personas que tengan cierta versación sobre estos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Naturalmente, la propuesta del señor Senador Alfie va a ser tenida en 
cuenta. La Presidencia había pensado invitar a las personas que él propuso a la sesión que se va a 
celebrar el día jueves, porque le parecía más lógico hacerlo cuando el proyecto de ley hubiera 
ingresado formalmente a la Comisión y se hubiera dado una instancia para discutir el articulado en su 


totalidad —lo que pensamos realizar en el día de hoy- a los efectos de encontrar los puntos 
específicos que pueden plantearnos dudas a nosotros y a la oposición. 


La Mesa consideró que el mecanismo más conveniente era destinar esta sesión 
de la Comisión al análisis del articulado y el próximo jueves convocar a los invitados sugeridos por el 
señor Senador Alfie y posteriormente comenzar con la votación formal de los artículos. 


De manera que si los señores Senadores están de acuerdo, comenzaríamos con 
el análisis del articulado. El comparativo que se propone como herramienta de trabajo consta de 
cuatro columnas: en la primera figura el proyecto del año 2005; en la segunda, el proyecto de ley 
actual; en la tercera, la Ley N* 16.713 y el decreto reglamentario correspondiente; y, en la última, los 
artículos de transición de la Ley N* 16.713. 


De una lectura primaria del articulado surge que hay una coincidencia en 
muchísimos artículos de ambos proyectos —que en algunos casos es textual— lo que demuestra que 
el objetivo de ambos proyectos de ley es la universalización del sistema. Es así que se podrán 
encontrar coincidencias entre el proyecto del año 2005 —que estaba inspirado en la iniciativa del 
2003 y, si no me equivoco, fue aprobado por unanimidad en la Cámara de Senadores- el que 
tenemos a consideración en este momento y el régimen jubilatorio establecido por la Ley N* 16.713. 


Léase el artículo 1. 
(Se lee:) 


“Artículo 1%. (Ámbito subjetivo de aplicación).- Queda comprendido en el sistema 
previsional que se crea, salvo lo previsto en el Título 1Il, el personal policial activo amparado por el 
Servicio de Retiros y Pensiones Policiales que, al momento de entrada en vigencia de la presente, 
sea menor de treinta y siete años de edad en el caso de la mujer, y de cuarenta años de edad en el 
caso del hombre, o aún teniendo más años de edad, cuente con menos de quince años de servicios 
efectivos. 


A esos efectos se entiende por personal policial, el comprendido en el escalafón 
policial del Ministerio del Interior, que integre los siguientes sub escalafones: ejecutivo, administrativo, 
técnico profesional, especializado y de servicios”. 


En consideración. 


SEÑOR GALLINAL.- Considero que este artículo no es exacto, puesto que comienza diciendo: 
“Queda comprendido en el sistema previsional que se crea,” y si uno lee el proyecto de ley, advierte 
que a partir de su aprobación tendremos tres sistemas diferentes. Uno de ellos comprenderá a 
aquellos que se jubilen por la ley que está vigente, otro que amparará a quienes se jubilen en el 
futuro por el sistema que se crea, y un tercer caso, que es el que tiene que ver con la transición. En 
lo personal, considero que el texto que se acaba de leer no se ajusta a eso. De todos modos, se 
puede continuar avanzando con el análisis y luego buscar la forma de adecuar el texto a las 
situaciones mencionadas. Me parece que uno de los problemas que debemos tratar de evitar es que 
a la hora de determinar qué régimen comprende a cada una de las situaciones, se realicen 
interpretaciones contradictorias. Ese es uno de los problemas que creo que este texto puede generar, 
dado que el tema no queda lo suficientemente claro y un ejemplo de ello es el caso del ficto de casa 
habitación, o algunos sistemas que son propios del régimen vigente. Simplemente planteo esto como 
adelanto, porque entiendo que es uno de los problemas que tendremos que aclarar al máximo con la 
finalidad de evitar confusiones. Como todos saben, cuando finalmente se comparece ante el instituto 
previsional, en general las respuestas de este son mucho más restrictivas que abarcativas. 


SEÑORA DALMÁS.- En lo personal, considero que este artículo refiere a un sistema que se está 
creando y que, por lo tanto, todavía no existe. Sin embargo, si se considera que el artículo 
presenta dificultades y que es necesario que sea más claro, propongo que nos remitamos a 
la Ley N* 16.713 y digamos: “Queda comprendido en el nuevo sistema previsional del Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales”, continuando luego de la forma en que está redactado. Creo que esa 
podría ser una solución, en el sentido de aclarar un poco más el aspecto referido por el señor 


Senador Gallinal. Tengo entendido que, al menos en el ámbito subjetivo de aplicación, esto ha 
funcionado sin problemas. Por lo tanto, se puede establecer una redacción que diga lo mismo y 
refiera al primer artículo de la ley general. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con lo manifestado por la señora Senadora Dalmás, pero 
además quiero señalar que, si bien entiendo que puedan surgir algunas dudas en cuanto a la 
interpretación de qué disposiciones quedan comprendidas en el régimen nuevo, cuáles en el de 
transición y cuáles en el viejo, esas dudas no se me plantean en relación con este artículo. Considero 
que el artículo 1% es claro y que, además, el resto del proyecto de ley establece una diferenciación 
clara, puesto que hay un capítulo referido a ello. Por otro lado, en cuanto a la duda que podría surgir 
sobre quiénes quedan amparados por el régimen viejo, hay un artículo —creo que es el artículo 53- 
que aclara la situación con respecto al texto anterior, pero me consta que, efectivamente, en la 
lectura de otros artículos puede suceder lo que señalaba el señor Senador Gallinal. Propongo que, 
entonces, lo analicemos cuando consideremos cada uno de ellos. 


Con este artículo, en principio, no tendríamos grandes diferencias. 
Léase el artículo 2”. 
(Se lee:) 
“Artículo 2”. (Contingencias cubiertas). 
La presente ley cubre las contingencias sociales de retiro, incapacidad, vejez y muerte”. 
En consideración. 


SEÑOR ALFIE.- La redacción de este artículo es, realmente, muy poco feliz; creo que lo correcto 
sería remitirse a la Ley N* 16.713. ¿Cuál es la contingencia de muerte que cubre la ley? En realidad, 
las contingencias que cubre son: la invalidez o la incapacidad, que puede ser parcial o total; la vejez, 
a través del retiro; y la sobrevivencia, por medio de la pensión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mi parte quiero señalar que llegué exactamente a la misma conclusión 
cuando leí este artículo y por ese motivo lo subrayé. No alcanzo a entender por qué razón se optó 
por una redacción distinta a la de la Ley N* 16.713. Creo que, si no existen diferencias que justifiquen 
realizar alguna modificación, lo lógico sería que el texto fuera exactamente igual, para que no haya 
dudas en cuanto a la universalización. De manera que comparto la preocupación del señor Senador 
Alfie y considero que es un aspecto que habrá que tener en cuenta en el momento de votar. 


SEÑOR ALFIE.- Además, la contingencia de retiro es la misma que la de vejez. En realidad, la 
cobertura es de vejez, y el retiro puede ser por jubilación normal o por edad avanzada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a realizar las consultas correspondientes, para tener más claro el 
punto en el momento de votar. Pero en principio, reitero, comparto las preocupaciones planteadas 
por el señor Senador Alfie. 


Léase al artículo 3*. 
(Se lee:) 
“Artículo 3*. (Gestión). 


La gestión del sistema estará a cargo del Servicio de Retiros y Pensiones Policiales, 
subordinado a la Dirección Nacional de Asistencia Social Policial, la que, a partir de la vigencia de 
esta ley, pasa a denominarse Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial. 


Anualmente el Ministerio del Interior efectuará un reporte de la gestión realizada por la 
Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial con respecto al Servicio de Retiros y 
Pensiones Policiales, el que será elevado al Poder Ejecutivo”. 


En consideración. 


Con respecto a este artículo, quiero transmitir una preocupación que nos plantearon quienes 
nos visitaron y que naturalmente, por nuestra parte, requiere una consulta que todavía no hemos 
realizado. Concretamente, en la idea de la universalización, parecería que en este artículo debería 
plantearse un mecanismo de gestión lo más cercano posible al sistema del Banco de Previsión 
Social, lo que significaría que en la administración estuvieran presentes representantes de los activos 
y de los pasivos. Este fue un reclamo que hicieron las organizaciones, que parece tener lógica, pero 
que de nuestra parte, insisto, requiere una consulta que esperamos poder hacer entre hoy y mañana. 
Por lo tanto, por el momento no tenemos una posición final al respecto. 


Léase el artículo 4”. 
(Se lee:) 
“Artículo 4”. (Prestaciones). 


Las prestaciones que brindará el Servicio de Retiros y Pensiones Policiales serán las de 
retiro, subsidio transitorio por incapacidad parcial y las pensiones de sobrevivencia”. 


En consideración. 


Como pueden apreciar, la diferencia que tiene este artículo con la Ley N* 16.713 es que, en 
el caso de los retiros policiales, se incluye el literal c), “Retiro por acto directo de servicio”, el cual se 
justifica en función de la característica que tiene su actividad. 


Léase el artículo 6". 
(Se lee:) 


“Artículo 6”. (Retiro común). Para configurar causal de retiro común, se exigirán 60 (sesenta) 
años de edad y un mínimo de 35 (treinta y cinco) años de servicios”. 


En consideración. 


En cuanto a los años de servicio y la edad de retiro, este artículo es igual a lo establecido en 
el artículo 18 de la Ley N* 16.713. 


SEÑOR GALLINAL..- Este es el artículo con el que tengo mayores diferencias, porque me parece es 
la negación de la razón de ser de la Caja Policial. 


Todos sabemos lo que significa desarrollar una profesión y una actividad de estas 
características. Además, cuando se crea la Caja Policial, se lo hace para atender, precisamente, el 
riesgo de vida, el estrés y las complicaciones derivadas del desempeño de una actividad de esta 
naturaleza. 


Entonces, igualarlo con el retiro común de la Ley N* 16.713, significa quitar la razón de ser a 
la Caja Policial, y creo que exigir 35 años de servicio es demasiado. Por tanto, ya que vamos a votar 
el jueves o el día que corresponda este proyecto de ley, la Comisión debería replantearle al Poder 
Ejecutivo la necesidad de modificar la exigencia de los 35 años de servicio porque, repito, considero 
que es demasiado. También creo que es mucho exigir 60 años de edad para el retiro. En ese sentido, 


el régimen vigente es mucho más benigno y da facilidades más amplias. Pero, repito, me parece que 
es una barbaridad que establezcamos esta exigencia de 35 años de servicio. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: en línea con lo que plantea el señor Senador Gallinal quiero 
manifestar que hay un artículo de este proyecto que está copiado del proyecto de ley del año 2002 ó 
2003, en el cual por cinco años de servicio, se bonifican siete, pero eso es sólo para la policía 
ejecutiva, que con 25 años de servicio llegaría a los 35 años. Pero, claramente, el problema es que 
teniendo 25 años de servicio en la policía ejecutiva, los funcionarios llegan a determinada edad que 
no les permite continuar realizando esa tarea. 


Este proyecto adolece de lo que tenía el otro, en el sentido de que permitía el intercambio, 
es decir, un sistema en el cual las personas se podían retirar antes y tener su cuenta acumulada en 
un fondo especial, además de tener los años correspondientes. En el otro caso se trata de un retiro 
complementario con la AFAP. 


Además, los topes que se ponen aquí son absolutamente exiguos, cuando son jubilaciones 
totales. 


Me parece que este artículo, como bien expresó el señor Senador Gallinal, hay que 
analizarlo detenidamente. En 35 años de servicio, aún tiene que tener 25 años de ejercicio en la 
policía ejecutiva, lo cual es muy difícil, o quizás no lo sea, pero claramente sabemos que existe una 
gran cantidad de personal que no opera como tal, e igualmente con ello pueden llegar a su retiro. Por 
eso creo que este tema es clave porque está atado a la bonificación y a la posibilidad de que un 
policía, que no tiene capacidad de ascenso —porque llega a un determinado nivel y no puede 
ascender— se va a ir como lo hace el que integra el ejército. Y se van y pasan a otra actividad. Pero 
lo tienen que hacer con su aporte bien hecho, con su fondo establecido y sin obligarlos a permanecer 
en una situación incómoda, ya que la propia biología hace que a determinada edad no estén muy 
capacitados para la tarea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las preocupaciones planteadas son válidas, pero me parece importante 
tener en cuenta que actualmente la situación en cuanto a la edad de retiro de los funcionarios 
policiales y los años de servicio es dispar en los distintos grados de actividad. Por ejemplo, 
actualmente, en el caso de los Oficiales Superiores, no se trata de los 60 años que propone el 
proyecto de ley, sino de 65 años de edad. En este momento, de acuerdo con la legislación vigente — 
Ley N* 17.444— los retiros de los Oficiales Superiores se realizan recién a partir de los 65 años de 
edad; los Oficiales Jefes recién pueden hacerlo a los 60 años; los Oficiales Subalternos, lo hacen a 
los 56 años; en el caso del personal subalterno, los Suboficiales se retiran a los 60 años, —es decir, la 
misma edad que se propone ahora; los Clases —Sargento y Cabo- se retiran a los 58 años, y los 
Alistados —Agente, Bombero, Guardia y Coraceros de 1? y 2?— a los 55 años. 


Como se puede apreciar, actualmente, la edad para el retiro es variada; en algunos casos 
es superior a la que se exige en esta ley y, en otros, es inferior. 


En lo que tiene que ver con los años de servicio, en la actualidad se exige que se sumen a 
los años de edad, a fin de llegar al puntaje mínimo de 75. En términos reales esto significa que, por 
ejemplo, un Agente —tal como refería el señor Senador Alfie- o sea personal ejecutivo, hoy se puede 
jubilar a los 55 años, pero para hacerlo debe tener 20 años de actividad y así llegar a los 75 puntos. 


Con el proyecto de ley que se propone, esto naturalmente se modifica; se exigen 65 años de 
edad y 35 de servicio, pero se bonifican —no era así en la Ley N* 17.444— los años y, de esta manera, 
los efectivamente trabajados son menos que los que plantea la ley. 


SEÑOR ALFIE.- Sin embargo, son 25 y no 20 años, es decir que aumentan. Entiendo que el señor 
Presidente se refiere a la ley actual y es justamente lo que hay que modificar, a fin de modernizar la 
Caja y ponerla en un sendero de largo plazo. Me parece que lo que se intenta es un retroceso, 
porque modificar por modificar no es el tema, ya que eso lo podríamos hacer todos los días. En estos 
procesos que llevan 20, 25 y hasta 30 años, en muchos casos, hay que pensar muy bien las cosas y 
tener en cuenta la sustentabilidad financiera, pero también, muy especialmente, la sustentabilidad en 
los servicios y en qué tipo de Policía queremos. Tampoco parece razonable que hoy —es uno de los 


problemas que se había advertido y por eso se quería reformar la ley— aparezcan Oficiales o Agentes 
con determinada edad, que claramente pueden brindar determinados servicios, pero no 
desempeñarse en la Policía Ejecutiva y correr personas por la calle. Esto es algo que hay que 
solucionar. En el caso que se propone, la situación sería peor, porque pasaríamos de 20 a 25 años 
que, además, deben ser ejecutivos para que, a los 55 años de edad, efectivamente se pueda jubilar 
la persona. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que deberíamos hacer la consulta para saber si el Poder Ejecutivo está 
dispuesto a modificar el mínimo de los años de servicio que, a mi juicio, deberían ser 25, además de 
los premios que se establecen en la ley para el cómputo correspondiente. Si la Comisión lo entiende 
conveniente, podríamos realizar una consulta en los Ministerios, para ver si están dispuestos a 
modificar —a avanzar, en mi criterio— la iniciativa en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concretamente, ¿cuál es la propuesta? 
SEÑOR GALLINAL.- Específicamente, sería llevar el mínimo a 25 años de servicio, en lugar de 35. 


Con esto sólo quisiera brindar mi opinión. En general, mi voto al proyecto de ley estará dado 
en función de este artículo y esa es la importancia que le doy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro, entonces, que en este artículo tenemos diferencias. 
Léase el artículo 7*. 
(Se lee:) 


“Artículo 7. (Retiro por incapacidad total). La causal de retiro por incapacidad total se 
configura, fuera del caso previsto por el artículo siguiente, por la ocurrencia de cualesquiera de los 
siguientes presupuestos: 


A) La incapacidad absoluta y permanente para todo trabajo, sobrevenida en actividad o en 
período de subsidio transitorio por incapacidad, cualquiera sea la causa que la haya originado y 
siempre que se cuente con no menos de 2 (dos) años de servicios policiales efectivos, salvo para 
quienes tengan hasta veinticinco años de edad, en cuyo caso sólo se exigirá un período mínimo de 6 
(seis) meses de servicios policiales efectivos. 


B) La incapacidad absoluta y permanente para todo trabajo, a causa o en ocasión del 
trabajo, cualquiera sea el tiempo de servicios. 


C) La incapacidad absoluta y permanente para todo trabajo, sobrevenida dentro de los dos 
años siguientes al cese voluntario en la actividad o al vencimiento del período de subsidio transitorio 
por incapacidad, cualquiera sea la causa que hubiere originado la incapacidad, cuando se computen 
no menos de 10 (diez) años de servicios policiales efectivos y no se fuere beneficiario de otra 
jubilación o retiro. 


D) El cumplimiento de sesenta años de edad del afiliado que no fuere beneficiario de otra 
jubilación o retiro, cuando haya sido beneficiario del subsidio transitorio por incapacidad parcial por el 
término máximo (artículo 10.2)”. 


En consideración. 
Quiero dejar planteadas algunas dudas con respecto a este artículo. 


En primer lugar, en el literal A), cuando se refiere a la exigencia de seis meses de servicios 
policiales efectivos, me surgió la inquietud de si ese período no tendría que ser inmediatamente 
anterior a la generación de la causal de incapacidad absoluta. De no establecerse eso, puede 


suceder, con respecto a un funcionario que haya ingresado como policía, que los seis meses de 
actividad no sean inmediatamente anteriores a la causal y tenga derecho al retiro por incapacidad 
absoluta. Además, cuando lo comparo con el literal A) del artículo 19 de la Ley N* 16.713, veo que 
allí, efectivamente, se hace mención a que los seis meses deberán ser inmediatamente previos a la 
incapacidad, por lo que pienso que no estaría de más que nosotros pusiéramos exactamente lo 
mismo en esta disposición. 


La segunda duda que me ha surgido —y para la que no he obtenido, por mí mismo, una 
respuesta- es que en el literal C) se habla de cese voluntario, mientras que en el literal C) del artículo 
19 de la Ley N* 16.713 se hace mención solamente al cese. Concretamente, nuestro literal C) dice: 
“La incapacidad absoluta y permanente para todo trabajo, sobrevenida dentro de los dos años 
siguientes al cese voluntario en la actividad o al vencimiento del período”. Entonces, ¿por qué se 
hace mención aquí al cese voluntario y no solamente al cese? El cese puede ser voluntario, pero 

puede no serlo —pueden existir otras circunstancias— y, en ese caso, el funcionario quedaría sin 
derecho a la compensación por incapacidad absoluta. 


Quería dejar planteadas estas inquietudes a los efectos de que pensemos en estos 
aspectos. 


Léase el artículo 8”. 
(Se lee:) 


“Artículo 8”. (Retiro por incapacidad por acto directo de servicio). La causal de retiro por acto 
directo de servicio se configura por la ocurrencia de la incapacidad absoluta y permanente para toda 
tarea, a causa o en ocasión de la prevención, investigación, represión y combate de siniestros, 
accidentales o no, o de los delitos y faltas contenidos en el Código Penal, leyes especiales y 
contravenciones administrativas en que esté dispuesta la intervención del personal policial, 
cualquiera sea el tiempo de servicios policiales prestados”. 


En consideración. 
Léase el artículo 9”. 
(Se lee:) 


“Artículo 9”. (Retiro por edad avanzada). La causal de retiro por edad avanzada se configura 
con 70 (setenta) años de edad y un mínimo de 15 (quince) años de servicios, siempre que el afiliado 
haya cesado en forma voluntaria con posterioridad a la vigencia de la presente y no le sea posible 
configurar otra causal de retiro o jubilatoria por acumulación de servicios al amparo de la Ley 17.819, 
de 6 de agosto de 2004. 


La prestación generada por esta causal es incompatible con el goce de cualquier otra 
jubilación, retiro o subsidio transitorio por incapacidad parcial.” 


En consideración. 


Aquí me surge la misma preocupación que planteé con respecto al artículo 7*, porque 
nuevamente expresa que “haya cesado en forma voluntaria”. Estoy convencido de que debe tener 
una explicación, pero como no alcanzo a comprenderla, lo dejo señalado. 


Por otro lado, en lo que tiene que ver con la edad y los años de servicio, son exactamente 
los mismos que rigen para el sistema general. 


Léase el artículo 10. 


(Se lee:) 
“Artículo 10. (Subsidio transitorio por incapacidad parcial). 


10.1. El personal policial activo que, contando con los requisitos de tiempo establecidos en 
el literal A) del artículo 7* de la presente ley, se incapacite en forma absoluta y permanente para la 
tarea habitual, tendrá derecho a un subsidio transitorio por incapacidad parcial. Cuando la 
incapacidad se produzca a causa o en ocasión del trabajo, no se exigirá período mínimo de servicios. 


10.2. Esta prestación se servirá, de acuerdo al grado de capacidad remanente y a la edad 
del afiliado, por un plazo máximo de tres años contados desde la fecha de la incapacidad. 


10.3. Dentro del plazo previsto en el inciso anterior se derivará al funcionario a la Dirección 
Nacional de Sanidad Policial a efectos de la posible rehabilitación del mismo. Dicha Dirección 
indicará los tratamientos y exámenes periódicos a los que deberá someterse, suspendiéndose el 
pago de la prestación en caso de no presentarse a los mismos sin causa justificada. 


10.4. Durante el término de la prestación, la Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad 
Social Policial procurará implementar y/o coordinar con otras instituciones, planes de reinserción 
laboral en actividades compatibles con la nueva capacidad del funcionario. Dichos planes serán de 
asistencia obligatoria y la ausencia injustificada del beneficiario, aparejará la inmediata suspensión 
de la prestación. 


10.5. Si dentro del plazo de tres años ya referido, la incapacidad se convierte en absoluta y 
permanente para todo trabajo o si el funcionario cumpliere la edad de 60 (sesenta) años, se 
configurará la causal de retiro por incapacidad total. 


10.6. Transcurrido el plazo máximo de cobertura, sin que se haya verificado la hipótesis 
prevista en el inciso precedente, y permaneciendo la imposibilidad de reintegro a la tarea habitual, el 
funcionario cesará en sus funciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el literal D) del artículo 7” de la 
presente ley. 


10.7. La prestación del subsidio transitorio por incapacidad parcial es compatible con la 
percepción de jubilación o retiro, salvo que la actividad para la cual se incapacitó el funcionario 
hubiera sido comprendida en los servicios computados en la pasividad. Asimismo, es compatible con 
el desempeño de otra actividad diferente de la actividad principal que le dio origen.” 


En consideración. 


SEÑORA DALMÁS.- El señor Presidente recién planteó una interrogante sobre el alcance de la 
expresión “cese voluntario”. Quiero señalar que en el numeral 10.6 hay un ejemplo de cese no 
voluntario: transcurrió el plazo máximo de cobertura y la incapacidad no se convirtió en permanente o 
el funcionario no cumplió los 60 años y no se configuró causal jubilatoria. En ese caso, el funcionario 
cesa en sus funciones pero no por su voluntad y no queda amparado por incapacidad total. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la misma línea de lo planteado por el señor Senador Alfie al comienzo 
de la sesión, quiero señalar que el numeral 10.5 del proyecto original que ingresó en el 2005, cuando 
se refiere a los que tienen capacidad, expresa: “Asimismo, podrá concursar para cargos 
presupuestados del Ministerio del Interior que sean compatibles con su nueva capacidad. En caso de 
igualdad de puntaje con otro postulante, se dará preferencia al beneficiario del subsidio”. Este 
numeral habilita a que en los casos donde pueda haber alguna incapacidad —que, entre otras cosas, 
puede sobrevenir por edad o por cantidad de años de servicio- se pueda seguir trabajando dentro 
del Ministerio en otra actividad acorde con las nuevas posibilidades. Este literal estaba en el proyecto 
del 2005, pero no en el nuevo. Si bien seguramente también haya una explicación para ello, 
propongo que hagamos una consulta ya que me parece razonable que se mantenga. 


Léase el artículo 11. 


(Se lee:) 


“Artículo 11. (Causales de pensión) 


Los funcionarios policiales en actividad o en goce del subsidio transitorio por incapacidad 
parcial, cualquiera fuere el tiempo de servicios reconocidos, y los retirados, causan derecho a 
pensión ante el acaecimiento de los siguientes hechos: 


a) La muerte del funcionario o del retirado. 
b) La declaratoria judicial de ausencia del funcionario o retirado. 
c) La desaparición del funcionario o retirado en un siniestro o hecho conocido de 


manera pública y notoria, que haga presumir la muerte, previa información sumaria. La pensión 
se abonará desde la fecha del siniestro y caducará desde el momento en que el causante 
apareciera con vida, pudiéndose disponer la devolución de lo pagado a juicio de la Dirección 
Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial. 


También causará pensión aquel a cuyo respecto se verifiquen las circunstancias previstas 
en los literales anteriores dentro de los doce meses inmediatos siguientes al cese voluntario de la 
actividad policial, o del cese por agotamiento del subsidio transitorio por incapacidad parcial. 


Cuando las causales de pensión se verifiquen fuera del plazo indicado precedentemente, 
sólo causará pensión quien, habiendo cesado en forma voluntaria o por agotamiento del subsidio 
transitorio por incapacidad parcial, compute como mínimo diez años de servicios policiales efectivos 
y siempre que sus causahabientes no sean beneficiarios de otra pensión generada por el mismo 
causante.” 


En consideración. 


Se podrá apreciar que es casi igual al artículo 4* del decreto reglamentario de la Ley N* 
16.713. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que en el literal c) debería hablarse de la ausencia como consecuencia 
de la desaparición. Además, en este caso no se necesita una declaración formal —como en el literal 
b)+ sino que basta con la información sumaria. 


Me parece que no sería justo establecer la posibilidad de la devolución porque, si 
efectivamente se concretó durante un lapso, se justifica el pago correspondiente. Por tanto, creo que 
habría que reconsiderar la facultad que la Dirección tendría de exigir la devolución. 


SEÑOR ALFIE.- Estoy de acuerdo con lo expresado por el señor Senador Gallinal porque, en 
realidad, la potestad de otorgar la pensión la tiene el Servicio de Retiros y no me parece adecuado 
establecer la devolución. 


Por otro lado, quiero hacer una precisión de redacción. Después que dice: “que haga 
presumir la muerte, previa información sumaria” agregaría: “En este caso la pensión se abonará”. Si 
bien está dentro del mismo literal, me parece mucho más adecuado agregar esa frase porque en los 
demás casos no corresponde. De todos modos, este es un tema menor; el de fondo es el que 
plantea el señor Senador Gallinal y que comparto. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que debe decirse: “la ausencia como consecuencia de la 
desaparición”, que es algo diferente a la declaración de ausencia. Incluso, no sé hasta dónde 
corresponde que diga que haga presumir la muerte. Tuve la misma sensación con la oración que 
comienza diciendo: “La pensión se abonará”, dado que los literales a), b) y c) hablan del 
acaecimiento de distintos hechos. Supongo que esto puede solucionarse si, en un párrafo distinto o 
en un inciso aparte de los literales, se aclara que “en los casos de los literales b) y c) la pensión se 


abonará”. Pienso que esto es fácil de solucionar; es un detalle de redacción, pero también me 
pareció que no correspondía expresarlo tal como está. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me queda claro qué situaciones son exactamente las que quedan 
comprendidas en la causal del literal c) cuando dice: “La desaparición del funcionario o retirado en un 
siniestro o hecho conocido de manera pública y notoria, que haga presumir la muerte, previa 
información sumaria”. ¿Cuáles son las circunstancias o situaciones que pueden darse en ese caso? 
Debo ser franco al decir que me cuesta identificarlas con claridad porque, además, cuando luego se 
plantea la devolución en caso de aparecer con vida, se puede estar previendo que la desaparición 
haya sido voluntaria. Creo que cuando se plantea la devolución, se está tratando de impedir la mala 
utilización de esta previsión. 


En consecuencia, me quedan dudas de lo que se quiere decir cuando se habla de 
“desaparición del funcionario o retirado en un siniestro o hecho conocido de manera pública y 
notoria”. Uno se imagina que acá lo que pasó es algo similar a lo que ocurrió con las Torres Gemelas, 
donde el funcionario se da por desaparecido, su cuerpo no aparece, pero se presume su muerte. 


SEÑORA DALMÁS.- Puede darse el caso de un incendio... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, y que después, eventualmente, la persona pueda aparecer con vida. Es 
bastante difícil imaginarse que esa situación se pueda dar y me plantea dudas con respecto al literal. 


SEÑOR GALLINAL.- Las causales pueden ser muchas y considero que el literal es adecuado. Una 
cosa es cuando a una persona se la declara ausente, producto de un proceso judicial que está 
definido —y una vez obtenida la declaración, se configura un conjunto de derechos sucesorios de las 
mismas características que en el caso de la desaparición física— y, otro diferente, es cuando sucede 
un hecho extraordinario en función del cual no se va a exigir la declaración de ausencia —porque 
sería demasiado- pero se presume que esa persona desapareció físicamente en forma definitiva, o 
hay una desaparición transitoria que, eventualmente, el día de mañana puede quedar sin efecto. 
Para esto último no se exige el proceso legal, sino que basta con una acción que requiere la 
formación de sumario, es decir, un procedimiento más breve y menos contundente. Esto puede darse 
como producto de la situación a que hace referencia el Presidente, o en el caso de un funcionario 
policial que es secuestrado. ¿Por qué no servir una pensión en esa circunstancia? Además, este es 
uno de los motivos por los que anteriormente hice referencia a eliminar la expresión que alude a la 
presunción de muerte, ya que puede configurarse o no, tanto en el caso del secuestro, como en el de 
un siniestro, en los que el funcionario desaparece pero, milagrosamente, salva su vida, aunque en 
estas circunstancias generalmente no transcurre mucho tiempo, y allí quedaría configurada esta 
causal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No olvidemos que aquí no estamos considerando si se mantiene o no el 
ingreso del funcionario y, como consecuencia, el de su familia, sino que se habilita la asistencia de 
una pensión que para concretarse, en los hechos, exige que se dé alguna de las causales que se 
detallan, entre las que figura el fallecimiento del titular. Desde mi punto de vista, como se está 
hablando de una pensión, en el caso de un secuestro, y en la medida en que no se confirme el 
fallecimiento, habría que mantener el salario, ya que el funcionario podría aparecer. Dicho de otra 
manera, si el funcionario policial está desaparecido pero no está confirmado su deceso, a mi 
entender no corresponde la pensión, sino el cobro de su salario, porque aunque esté desaparecido 
continúa perteneciendo a la Policía. 


Tengo la impresión de que es a esto a lo que se quiere apuntar con este artículo, pero 
admito que genera dudas. 


SEÑOR GALLINAL.- Estamos hablando de un secuestro del que tomamos noticia después de que 
aparece la persona. Si efectivamente hubiera un secuestro público y notorio, obviamente no se 
podría aplicar este literal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el texto tendría que establecer una excepción. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: estuve leyendo el artículo 41 del proyecto de ley anterior 
aprobado en el Senado, que no fuera votado afirmativamente en la Cámara de Representantes, y 
creo que abarca todos los casos. Dicho artículo refiere a causales de pensión y menciona como tales 
los siguientes hechos: “A) La muerte o la declaración judicial de ausencia, sin perjuicio que los 
presuntos causahabientes puedan solicitar la liquidación provisoria de la pensión, desde que esté 
configurada la presunción judicial de ausencia. B) La desaparición en un siniestro o hecho conocido 
de manera pública y notoria,” —aquí refiere también al secuestro y no sólo al incendio- “que hagan 
presumir la muerte,” —ahí está copiado y ese es el error— “previa información sumaria, en cuya caso 
la pensión se abonará desde la fecha del siniestro.” El texto continua: “La pensión caducará desde el 
momento en que el causante apareciera con vida o no se obtuviera la declaración de ausencia 
dentro de los dos años siguientes a la fecha en que ésta pudo solicitarse. En tales casos, si los 
interesados hubieran actuado con negligencia o dolo la Dirección dispondrá la devolución de lo 
pagado, sin perjuicio de que en otros casos similares pueda ordenar también la devolución.” Quiere 
decir que es sólo en esos casos. Me parece que esta última parte es mejor que la actual y que el otro 
fragmento adolecía del mismo defecto que acaba de señalar el señor Senador Gallinal. Por eso, 
tengo la impresión de que habría que integrar un poco las dos redacciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia consulta al señor Senador Alfie si ese artículo 41 
corresponde al proyecto de ley aprobado en el Senado en el año 2005. 


SEÑOR ALFIE.- No, señor Presidente; corresponde al proyecto de ley aprobado en el Senado en el 
año 2003, que figura en le Repartido N* 1463, Carpeta N* 3436/2003, que fuera repartido 
oportunamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 12. 
(Se lee:) 
“Artículo 12.- (Beneficiarios de pensión). 


Siempre que al momento de configuración de la causal no se hallaren en situación de 
desheredación o indignidad para suceder, son beneficiarios con derecho a pensión: 


a) Las personas viudas. 


b) Los hijos solteros menores de dieciocho años; los hijos solteros mayores de dieciocho 
años de edad y menores de veintiún años, siempre que acrediten carecer de medios de vida 
propios y suficientes para su congrua y decente sustentación y los hijos solteros mayores de 
dieciocho años absolutamente incapacitados para todo trabajo. 


Cc) Los padres absolutamente incapacitados para todo trabajo. 
d) Las personas divorciadas. 
e) Las concubinas y concubinos, entendiéndose por tales las personas que, hasta el 


momento de configuración de la causal, hubieran mantenido con el causante una convivencia 
ininterrumpida de al menos cinco años en unión concubinaria de carácter exclusivo, singular, 
estable y permanente, cualquiera sea su sexo, identidad, orientación u opción sexual y que no 
resultare alcanzada por los impedimentos dirimentes establecidos en los numerales 1%, 2%, 4% y 
5* del artículo 91 del Código Civil. 


El derecho a pensión de los beneficiarios incluidos en el literal b), se configurará en el caso 
de que su padre o madre no tenga derecho a pensión, o cuando éstos, en el goce del beneficio, 
fallezcan o pierdan el derecho por cualquiera de los motivos establecidos legalmente. Las referencias 
a padres e hijos comprenden el parentesco legítimo, natural o por adopción.” 


En consideración. 


Personalmente, tengo que señalar algunas diferencias con el régimen al que se quiere 
llegar. El artículo 25 de la Ley N* 16.713, entre otros beneficiarios, en su literal B), establece los 
siguientes: “Los hijos solteros menores de veintiún años de edad y los hijos solteros mayores de 
veintiún años de edad absolutamente incapacitados para todo trabajo”. En cambio, este artículo que 
estamos considerando lleva esa edad a 18 años; por lo tanto, plantea una diferencia con el régimen 
existente, lo que me parece una contradicción que debe ser explicada en base al objetivo de la 
universalización. 


En síntesis, aquí se están planteando condiciones distintas a las del régimen general y 
propongo hacer una consulta a ese respecto. 


En lo que tiene que ver con el literal e), el agregado que se realiza a lo que venía redactado 
en el proyecto de ley del 2005, con toda franqueza, me parece innecesario. Creo que alcanzaría con 
definir las concubinas y concubinos, pues todo el resto, o sea, “entendiéndose por tales”, etcétera, lo 
que hace es reproducir la Ley de Unión  Concubinaria. Reitero, me parece absolutamente 
innecesario, porque ahora existe una ley específica sobre unión concubinaria. Por lo tanto, dejaría 
solamente “e) Las concubinas y concubinos”, y en todo caso haría referencia a la ley 
correspondiente. 


Léase el artículo 13. 
(Se lee:) 
“Artículo 13. (Condiciones del derecho). 
Las condiciones del derecho serán las siguientes: 


A) En el caso de los padres absolutamente incapacitados para todo trabajo y las personas 
divorciadas, deberán acreditar la dependencia económica del causante o la carencia de ingresos 
suficientes. 


Se considera que los mencionados beneficiarios dependen económicamente del causante, 
cuando están a cargo total o principalmente de aquél recibiendo del mismo un aporte económico 
indispensable para su congrua sustentación, entendiéndose por tal la disponibilidad de recursos e 
ingresos que permitan mantener los niveles de vivienda, salud, vestimenta, alimentos y, en su caso, 
educación del beneficiario. 


La comparación numérica entre los ingresos del causante y los del beneficiario podrá 
considerarse a los efectos de establecer la dependencia económica, no constituyendo un elemento 
definitorio para su determinación. 


Tratándose de situaciones en las que un grupo de personas de pocos recursos comparten 
gastos comunes que individualmente no podrían absorber, se entenderá que existe dependencia 
económica si se comprueba que el fallecimiento del causante ha provocado al beneficiario con 
vocación pensionaria un perjuicio económico relevante. 


Se entenderá que existe carencia de ingresos suficientes cuando los referidos beneficiarios 
no dispongan de ingresos mensuales superiores al equivalente a diez Bases de Prestaciones y 
Contribuciones (Ley N* 17.856, de 20 de diciembre de 2004). 


B) Las personas viudas y concubinas tendrán derecho al beneficio, siempre que el 
promedio mensual actualizado de sus ingresos personales de los doce meses anteriores a la fecha 
de configuración de la causal, no supere la suma de cincuenta y un mil cuatrocientos sesenta y siete 
pesos uruguayos ($ 51.467). 


C) Las personas divorciadas, además de lo dispuesto en el literal A) de este artículo, 
deberán justificar que gozaban de pensión alimenticia servida por su ex cónyuge, decretada u 


homologada judicialmente. En estos casos, el monto de la pensión o la cuota parte si concurriere con 
otros beneficiarios, no podrá exceder el de dicha pensión alimenticia. 


D) Los hijos adoptivos y los padres adoptantes, en todo caso deberán probar que han 
integrado, de hecho, un hogar común con el causante, conviviendo en su morada y constituyendo 
con el mismo una unidad moral y económica similar a la de la familia, siempre que esta situación 
fuese notoria y preexistente en cinco años por lo menos a la fecha de configurarse la causal 
pensionaria, aun cuando el cumplimiento de las formalidades legales de adopción fuese más 
reciente. 


Cuando la causal pensionaria se opere antes que el adoptado haya cumplido los diez años 
de edad, se exigirá que el beneficiario haya convivido con el causante la mitad de su edad a dicha 
fecha. El goce de esta pensión es incompatible con el de la causada por vínculo de consanguinidad, 
pudiendo optar el interesado por una u otra. 


E) Para el caso de afiliados extranjeros, se requiere que el causante tenga un mínimo de 
diez años de residencia en el país y que los beneficiarios acrediten que tenían su domicilio en el 
mismo a la fecha de fallecimiento de aquél, sin perjuicio de lo dispuesto por los Convenios 
Internacionales vigentes en la materia. 


Considérase afiliado extranjero aquel que no es natural de la República Oriental del 
Uruguay. Los ciudadanos legales, a esos efectos, quedan comprendidos en la categoría de afiliados 
extranjeros.” 


En consideración. 


Con respecto a este artículo, creo que debemos hacer la consulta en cuanto a los ingresos 
exigidos, porque de una primera lectura surgen diferencias con la Ley N* 16.713, que establece: 
“Tratándose de las viudas, tendrán derecho al beneficio siempre que sus ingresos mensuales no 
superen la suma de $ 15.000 (quince mil pesos uruguayos)”. Supongo que la cifra de $ 51.467 que 
figura en este proyecto de ley surge de la actualización del monto que figura en la mencionada ley, 
pero igualmente considero que deberíamos hacer la consulta. 


SEÑOR ALFIE.- Tal como señaló el señor Presidente, la cantidad que figura en este proyecto de 
ley es la actualización de la que figuraba en la Ley N* 16.713. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Otro aspecto que habría que consultar es que, en un caso, el ingreso se 
establece en Bases de Prestaciones y Contribuciones, mientras que en el otro se fija en pesos. 


Léase el artículo 14. 
(Se lee:) 
“Artículo 14. (Duración de la prestación). La pensión se servirá: 


A) Durante toda la vida, tratándose de beneficiarias viudas y concubinas que tengan 
cuarenta o más años de edad a la fecha de configuración de la causal, o que cumplan esa edad 
gozando de dicho beneficio, siempre y cuando no mejoren su fortuna. 


B) Los beneficiarios viudos, concubinos y las personas divorciadas, que cumplan con 
los requisitos establecidos en el literal anterior, gozarán igualmente de la pensión durante toda la 
vida, salvo que se configuren respecto de los mismos las causales de término de la prestación 
que se establecen en el artículo siguiente. 


C) En el caso que las personas viudas, concubinas y divorciadas tengan entre treinta y 
treinta y nueve años de edad a la fecha de configuración de la causal —sin perjuicio de lo 
previsto en el Literal A) precedente— la pensión se servirá por el término de cinco años y por el 


término de dos años cuando los beneficiarios sean menores de treinta años de edad a dicha 
fecha. 


Los períodos de prestación de la pensión a que hace referencia el inciso anterior, no serán 
de aplicación en los casos que: 


a) El beneficiario estuviese total y absolutamente incapacitado para todo trabajo; 


b) Integren el núcleo familiar del beneficiario hijos solteros menores de veintiún años de 
edad, en cuyo caso la pensión se servirá hasta que éstos alcancen dicha edad una vez cumplidos los 
términos del literal C), excepto cuando se trate de mayores de dieciocho años de edad que 
dispongan de medios de vida propios y suficientes para su congrua y decente sustentación. 


c) Integren el núcleo familiar del beneficiario hijos solteros mayores de dieciocho años de 
edad absolutamente incapacitados para todo trabajo”. 


En consideración. 
SEÑOR ALFIE.- En este caso, se sustituyó la edad de 21 años por 18 años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 15. 


(Se lee:) 
“Artículo 15 (De la pérdida del derecho pensionario). 
El derecho a pensión se pierde: 
A) Por contraer matrimonio o unirse en concubinato, según lo previsto en el artículo 2% 


de la Ley N* 18.246 de 27 de diciembre de 2007, en el caso del viudo y personas divorciadas; 


B) Por cumplir veintiún años de edad los hijos solteros o por disponer los hijos solteros 
mayores de 18 y menores de 21 años de medios de vida propios y suficientes para su congrua y 
decente sustentación, salvo que acrediten hallarse absolutamente incapacitados para todo 
trabajo; 


C) Por recuperar la capacidad antes de los cuarenta y cinco años de edad, cuando la 
incapacidad fuere requisito del beneficio pensionario. 


D) Por mejorar la fortuna de las personas viudas, personas concubinas, personas 
divorciadas y padres absolutamente incapacitados para todo trabajo. 


La mejora de fortuna de las personas viudas y concubinas se considerará configurada 
cuando el promedio mensual actualizado de sus ingresos personales correspondientes a los últimos 
doce meses supere la suma de cincuenta y un mil cuatrocientos sesenta y siete pesos uruguayos 
($ 51.467) y la de las personas divorciadas y padres absolutamente incapacitados para todo trabajo, 
cuando desaparezcan los supuestos económicos que dieron lugar al otorgamiento de la pensión. 


La Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial, por intermedio del Servicio 
de Retiros y Pensiones Policiales, determinará los mecanismos y procedimientos de control a los 
efectos de los previsto en este artículo”. 


En consideración. 


SEÑORA DALMÁS.- Este artículo me genera la misma interrogante en cuanto a la cantidad de 
pesos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El literal A) de este artículo me genera una duda, puesto que, en general, 
cuando el proyecto de ley menciona personas divorciadas y viudas, se refiere a los dos sexos —es 
decir, viudas y viudos, divorciadas y divorciados— pero en este literal se establece que se pierde el 
derecho pensionario por contraer matrimonio o unirse en concubinato, según lo previsto en el artículo 
22 de la Ley N* 18.246, en el caso del viudo y de las personas divorciadas. Entonces, cuando se trata 
de divorcio es independiente del sexo, mientras que en el caso de fallecimiento de uno de los 
integrantes de la pareja solamente se menciona al hombre. Esto me llama la atención, pero veo que 
refleja lo que establece la Ley N* 16.713, que refiere a la situación de contraer matrimonio solamente 
en el caso del viudo y de la persona divorciada. Tengo dudas en cuanto al alcance real de este 
artículo; creo que efectivamente se pretende discriminar al viudo, puesto que si una viuda contrae 
matrimonio no pierde la pensión. Si es así, se contradice el espíritu de la equidad de género. 


SEÑORA DALMÁS.- En lo que tiene que ver con el sistema de seguridad social, se modificarán 
algunas cosas en virtud del género, puesto que están absolutamente justificadas por el cuidado de 
los hijos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el caso que he mencionado es posible que no haya hijos. 
Léase el artículo 16. 
(Se lee:) 


“Artículo 16.- (Requisito especial para los casos de incapacidad). En todo caso, sea retiro o 
pensión, en que la incapacidad sea requisito para el otorgamiento o mantenimiento de una 
prestación, se establecerá si el beneficiario debe someterse a exámenes médicos periódicos 
practicados por la Dirección Nacional de Sanidad Policial. 


El beneficiario deberá necesariamente presentarse a dichos exámenes y la ausencia 
injustificada a los mismos, aparejará la inmediata suspensión de la prestación. 


Sin perjuicio de lo dispuesto por el Decreto N* 225/002, de 18 de junio de 2002, con las 
modificaciones introducidas por el Decreto N* 272/003, de 8 de julio de 2003, el Poder Ejecutivo 
reglamentará el procedimiento para el reconocimiento de la incapacidad. La incapacidad se 
determinará aplicando los baremos vigentes para las actividades amparadas por el Banco de 
Previsión Social.” 


Dado que no tenemos quórum para seguir sesionando, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 19 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


